Carátula 
SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 15 y 8 minutos) 
Tenemos el gusto de recibir a la delegación de Consumidores y Usuarios Asociados, C.U.A. 
SEÑOR SARAVIA.- ¿Me permite, señor Presidente? 


Antes de que la Mesa ceda el uso de la palabra a la delegación que nos visita, me gustaría dejar sentado que los señores 
Legisladores Clavijo y Toledo -Representante este último por el departamento de Treinta y Tres- plantearon que necesitaban 
complementar su información con respecto al tema que estaba en primer lugar del orden del día. Por lo tanto, solicitan que este 
informe sea trasladado a la próxima reunión como primer punto. 


SEÑOR GONZALEZ ALVAREZ.- Luego de que se retire la delegación de C.U.A, quisiera hacer un pequeño análisis a los efectos 
de analizar cómo están las bases del endeudamiento, tema sobre el que en su momento informó el señor Ministro Astori y también 
el Banco de la República. Como hay tantas campanas y algunas afirman que se cambiaron cosas y en lo personal considero que 
nada varió, quiero que el señor Presidente -que ha estado en muchas conversaciones de esta Comisión- nos informe acerca de los 
avances que se pudieron haber logrado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Al Presidente de esta Comisión le parece importante el aporte realizado por el señor Legislador González 
Álvarez, así como la incorporación como primer punto del orden del día de la semana que viene -conjuntamente con el informe de 
los señores Legisladores Clavijo y Toledo- lo conversado en las reuniones que como fuerza de Gobierno hemos tenido en algunos 
ámbitos, sin perjuicio de discutir lo que propone el señor Representante González Álvarez. 


Ahora sí, con mucho gusto, cedemos el uso de la palabra a la delegación de C.U.A., Consumidores y Usuarios Asociados. 
SEÑORA VEGA.- Agradecemos a los señores miembros de la Comisión de Endeudamiento Interno por habernos recibido. 


Consumidores y Usuarios Asociados, C.U.A -organismo del que soy Directora Ejecutiva- quiere manifestar su preocupación por el 
tema endeudamiento interno. Queremos hacer llegar algunas consideraciones al respecto. 


En primer lugar, es público y notorio que existe un alto nivel de endeudamiento interno. Las causas que lo han motivado son 
múltiples. Por un lado, existen deudores que no han asumido su compromiso en tiempo y forma porque no han querido pagar. Por 
otro lado, hay un conjunto de deudores que, habiendo querido pagar o habiendo pagado hasta determinada fecha, no pudieron 
seguir cumpliendo con sus obligaciones. Dentro de ese grupo, encontramos personas que han perdido sus trabajos, otras que han 
visto mermados sus ingresos, etcétera. Además, existen prácticas dentro del mercado que han vuelto impagables las deudas; por 
ejemplo, la falta de controles adecuados por parte de los órganos competentes, la instalación de las denominadas cooperativas de 
consumo, los llamados intereses bonificables, la no adecuación de los contratos de adhesión a la normativa vigente -Ley N* 17.250- 
y el uso del vale en blanco. En definitiva, se trata de un conjunto de abusos y omisiones que coadyuvan a esta grave situación que 
padecen miles de uruguayos. 


Con respecto a las tasas de intereses moratorios, sabido es que se permite cobrar el promedio trimestral que informa el Banco 
Central del Uruguay, según el informe que posibilitan los Bancos acerca de las tasas de intereses bancarios, hasta un 75% más. 
Frente a esto, la actitud de las instituciones que prestan dinero es la de cobrar, dentro de ese parámetro, el máximo autorizado; a 
nadie se le ocurrió cobrar, ni siquiera, un punto menos. Por lo tanto, resulta difícil pensar en la viabilidad de una defensa con base 
en el argumento de que existe usura. 


Por otra parte, en nuestro país la justicia representa para el deudor un costo adicional a la deuda, y ésta sigue aumentando en base 
a cálculos que las personas ignoran, que no entienden y que determinan el remate de lo que es, muchas veces, el único bien que 
poseen. 


En nuestra Asociación hemos comprobado que quienes más sufren esta situación de desamparo son las personas de menores 
recursos, a quienes no se les informa debidamente y muchas veces son víctimas de publicidades engañosas. Ellos son los que 
financian con su pobreza el bienestar y la opulencia de sus abusadores. 


En cuanto a la falta de los controles adecuados por parte de los órganos competentes, debemos señalar que el Área de Defensa 
del Consumidor tiene, entre otros cometidos, controlar la aplicación de las disposiciones de protección al consumidor -posee 
facultades sancionatorias proporcionales a las faltas cometidas- y, por lo tanto, controlar toda violación a la Ley N* 17.250, cosa que 
nuestra Asociación ha comprobado que no hace. Por ejemplo, en la Asociación hemos recibido consumidores que después de estar 
en el Área y no encontrar respuestas allí, llegan a C.U.A, que sí se las da. Nosotros creemos que este no es un aspecto menor. 
Además, llegan o llaman a C.U.A. personas que cuando van a los negocios porque tienen algún problema por un servicio o un 
producto, les dicen: "Andá a la Defensa del Consumidor, te doy el número". Doy fe de que se los dan porque me lo hicieron 
personalmente. 


Si nos pusiéramos a hacer un relevamiento de los precios que establece la Ley N* 17.250, que deben estar a la vista del 
consumidor, incluidos los impuestos, comprobaríamos que la norma, una vez más, no se cumple. Nuestra Asociación, en infinidad 
de oportunidades ha solicitado a quienes han estado en la Dirección del Área, la lista de sanciones que han puesto, y ningún 
Director nos ha dado nunca una respuesta adecuada. Creemos que el Área es la imagen de la defensa de los consumidores del 
Estado. Ellos deben, además, promover a las asociaciones de consumidores, con las que deben tener un diálogo fluido y 
escucharlas realmente, ya que la función que cumplimos es la de ayudar al colectivo y lo hacemos como un servicio a la 
comunidad. 


Creemos que es indispensable la sanción al infractor por las siguientes razones. En primer lugar, porque no hay peor ley que 
aquella que no se cumple. En segundo término, porque la sanción cumple una función ejemplarizante en lo individual y en lo 
colectivo. Al sancionar al incumplidor, se destaca a aquel que actúa de buena fe y cumple con la ley. Estas sanciones deben ser 
conocidas por todos, de modo que el consumidor sienta que hay justicia en el país y está protegido. 


En tercer lugar, en momentos de tantas dificultades económicas, no podemos negarnos a recaudar por multas a infractores que no 
cumplen con la ley. Esto no significa un exclusivo afán recaudador, sino simplemente que el Estado no se puede permitir el lujo de 
renunciar a su potestad sancionatoria. En suma, serían beneficiados el consumidor, el proveedor que cumple con la ley y el Estado. 


Vamos a referirnos ahora a las cooperativas de consumo. 


Cualquiera que camine por 18 de Julio u 8 de Octubre se encuentra con personas que reparten volantes que proporcionan 
supuestas cooperativas de consumo. Si bien es cierto que en lo formal son reconocidas como tales por el Ministerio de Economía y 
Finanzas, en la realidad algunas de estas entidades son verdaderas administradoras de crédito que otorgan préstamos pero que, 
debido a su pretendida naturaleza de cooperativas, no se encuentran reguladas por la Ley N* 17.569 ni controladas por el Banco 
Central. En efecto, no son en la realidad cooperativas, puesto que, conforme a la Ley N* 10.761, el objetivo de ese tipo de 
instituciones nunca puede ser el afán de lucro. Estas organizaciones cobran tasas superiores a las permitidas, encubren intereses 
en rubros como gastos de administración, documentan préstamos que no corresponden a la realidad puesto que se cobra la 
primera cuota por adelantado, etcétera. En consecuencia, se ha desvirtuado una forma jurídica que apela al valor de la solidaridad 
y de la buena fe, para transformarse en un instrumento de intereses espurios. 


Otro problema que queremos plantear tiene relación con el cobro de intereses bonificables. 


A pesar de que existe una Circular del Banco Central, N* 2000/97 A, que establece que se debe cobrar, en el caso de las tarjetas de 
crédito, sobre el saldo impago de la deuda, ésta no se cumple. Observamos que se sigue calculando sobre la totalidad del crédito. 
Por ejemplo, se puede llegar al absurdo de que si A debe por concepto de tarjeta de crédito $ 6.000 y entrega $ 5.900, los intereses 
son cobrados no sobre los $ 100 restantes sino sobre los $ 6.000, lo cual nos da que los intereses son mayores que el capital 
adeudado. Esto no es debidamente informado en el estado de cuenta, incumpliéndose por ende también con el derecho básico a la 
información que tenemos todos los consumidores según la Ley de Relaciones de Consumo. 


Este tema guarda relación con la no adecuación de los contratos de tarjetas de crédito a la normativa vigente. Observamos cómo 
dichos contratos siguen siendo ilegibles, sin la información adecuada, con cláusulas que la propia Ley N* 17.250 ha enumerado 
como abusivas y por ende ilícitas. A vía de ejemplo podemos citar una de ellas, que hemos visto en todos los contratos de 
adhesión, inclusive los que no son de tarjetas de crédito, que prevé la potestad del proveedor de modificar unilateralmente las 
condiciones del contrato. Esto requiere una solución inmediata, que debe ser acompañada por una sanción para el incumplidor, que 
ya tuvo cinco años para adecuar los contratos a una ley de orden público y no lo hizo; en efecto, en agosto se cumplen cinco años 
de la aprobación de la Ley de Relaciones de Consumo por todos los partidos políticos. Esto también lo hacen los bancos estatales. 


Vamos a referirnos ahora al tema del vale en blanco. 


En primer lugar, el vale en blanco es un mecanismo coercitivo, puesto que, si no lo acepto, no tengo el producto o servicio. Lo 
observamos sobre todo con las tarjetas de crédito, que se han convertido en una necesidad para la gente, ya que cuando se viaja 
es lo primero que se solicita, y no se puede viajar, aun en los casos de enfermedad, estudio, etcétera, si no se la tiene. Además, el 
hecho de que no se llene la fecha de vencimiento, el importe y la tasa de interés aplicable, implica que una persona queda sujeta al 
arbitrio del tenedor del vale, que además lo puede comercializar en muchas oportunidades. Cuando hemos comentado esta grave 
situación, se nos ha dicho que la relación con el cliente tiene como base fundamental la confianza. La reflexión es que para ellos la 
confianza es unilateral, porque en los usuarios no confían, aunque son los que mantienen su negocio, pero nosotros sí debemos 
confiar en ellos. Estamos convencidos de que se debe erradicar el vale en blanco, porque es un total abuso. Al renovar la tarjeta de 
crédito, se puede instrumentar un nuevo vale completo y entregar el anterior, cosa que no se hace habitualmente cuando se 
cancela una tarjeta, sobre todo porque a las personas no se les informa de sus derechos. 


Creemos que se deben dar directivas claras en todos estos aspectos señalados y que ello es posible. También se deben dar 
instrumentos a los consumidores que plasmen la celeridad en los procedimientos judiciales, tal como establece el literal G) del 
artículo 6% de la Ley N* 17.250. En efecto, entendemos que es imprescindible crear Juzgados con trámites breves que permitan 
solucionar con rapidez las causas cuyas cuantías no justifican la realización de un juicio ordinario, que demora de dos a tres años. 


A diario vemos casos cuyos montos no justifican la realización de un juicio y que determinan que la persona afectada, si desea 
acudir a un tercero imparcial, deba realizar algunos cálculos que lo llevan a decidir no emprenderlos. Ello también dificulta el 
cumplimiento cabal de la norma y finalmente la gente se ve perjudicada por no poder acceder a una defensa. Esta es una de las 
razones por las que acuden a nuestra asociación, que podría decirse que se especializa en ese tema. 


Por todo esto, creemos imprescindible la instalación de un Juzgado de pequeñas causas y que también los Legisladores soliciten 
informes a los órganos de contralor mencionados, muy especialmente, al Area de Defensa al Consumidor. 


En cuanto a la información que entendemos debe pedirse, destacamos lo siguiente: 1%) cantidad de reclamos mensuales; 2”) 
cuántos de los reclamos de la gente se aprobaron a favor y cuántos en contra; 3) si se han sancionado empresas, a quiénes y por 
qué montos; 4%) cuántos reclamos hay sin solucionar; 5%) cuánto tiempo demora el Area en dar respuesta a los reclamos que se 
presentan; y 69), en el caso de haber actuado en forma subsidiaria, cuántas veces lo ha hecho, por quién y a quiénes. 


En lo relativo a la Auditoría Interna de la Nación, quisiéramos saber cuántas cooperativas están inscriptas y desde cuándo; cómo se 
las inspecciona y con qué periodicidad; y si se ha informado a la Dirección General Impositiva la lista de cooperativas que no están 


inscriptas. 


En cuanto al Banco Central, nos gustaría recibir información respecto a por qué no se cumple con la circular que dice que hay que 
cobrar sobresaldos. 


Con respecto a la Dirección General de Comercio, nos gustaría saber cuál es su posición en cuanto a las cláusulas abusivas en los 
contratos de adhesión de tarjetas de créditos, seguros, contratos de inmobiliarias, etcétera. También quisiéramos saber qué 
medidas se han tomado para que se cumpla con la Ley de Relaciones de Consumo, N* 17.250. En ese sentido, entendemos que si 
las leyes existen hay que hacerlas cumplir. 


En definitiva, nuestro interés es colaborar desde nuestra responsabilidad como Asociación de consumidores, que trabaja ayudando 
a la gente, de manera honoraria, para que los derechos de los mismos sean respetados. Creemos que ya no debemos hablar en 
singular, sino que ahora debemos hablar de todos nosotros y darnos cuenta que lo que le pasa al otro me afecta a mí. 


Muchas gracias. 


SEÑOR ASTI.- Simplemente, creo que corresponde comentarles que hay un proyecto de ley, que ya ha sido aprobado por la 
Cámara de Representantes, que justamente refiere al impuesto a las ejecuciones judiciales a cargo del deudor. Esta iniciativa prevé 
que en el caso de los deudores de escasos recursos, este impuesto pueda ser trasladado y, de esa manera, el implicado podrá 
defenderse sin necesidad de tener que abonar primero el importe del impuesto. 


Por otro lado, también hay un proyecto de ley a estudio de una de las Comisiones de la Cámara de Representantes, que ya cuenta 
con aprobación en general y que en esta semana se analizará en particular para luego pasarlo al Plenario, por el cual se crea 
precisamente un registro de deudores y acreedores que se encuentran fuera del sistema financiero. 


Dicha iniciativa tiene como objetivo la defensa del consumidor de servicios financieros que están fuera de las entidades de 
intermediación financiera que controla el Banco Central. Esta norma, con el fin de proteger a los deudores, los define como 
consumidores y a quien realiza el préstamo como proveedor, de manera que puedan ser aplicables todas las alternativas previstas 
por la Ley de Defensa del Consumidor. También tiene como objetivo la cuantificación, categorización y regulación de todo el 
mercado parafinanciero, ya que el financiero está regulado por el Banco Central. 


Por último, se busca el cumplimiento del contralor de toda la normativa vigente por parte de los distintos organismos o instituciones 
del Estado, tanto desde el punto de vista de la defensa del consumidor sobre cláusulas abusivas o posición dominante, la usura, 
como también eventualmente las violaciones a la normativa fiscal. 


Estos son los comentarios que deseaba puntualizar a nuestros invitados. 


SEÑOR BRENTA.- En el mismo sentido que el señor Legislador Asti, deseo comentarles que próximamente ingresará al 
Parlamento, seguramente a la Cámara de Senadores, un proyecto de ley de usura, que será presentado por la Bancada del Frente 
Amplio. Esta iniciativa tendrá dos características a destacar; por un lado, va a regular las tasas introduciendo modificaciones a las 
mismas y, por otro, será abarcativa de todo tipo de préstamo otorgado, más allá de que quien lo otorgue esté o no regulado por el 
Banco Central. 


Creo, también -y esto dependerá de cuándo ingrese a la Cámara- que el proyecto de ley que enviará el Ministerio de Economía y 
Finanzas hará referencia a los llamados productos bonificables. 


Por otro lado, cabe informar que en el día de mañana se instalará, a nivel de la Cámara de Representantes, una Comisión Especial 
para analizar una ley general de cooperativas la cual, obviamente, incluirá una amplia gama de temas, pero uno de ellos será 
instrumentar claramente lo que tiene que ver con las cooperativas de intermediación financiera y, por lo tanto, también tendrá 
impacto en este problema que ustedes plantean sobre las administradoras de crédito que, en realidad, desde el punto de vista 
jurídico funcionan como cooperativas, aprovechando que no existe una ley que abarque en forma global todo el espectro. 


A su vez, quiero plantear una duda. Tengo entendido que la circular a la cual la delegación ha hecho alusión, referida a los 
productos bonificables, fue derogada días pasados. 


SEÑORA VEGA.- Hay dos; la que mencionamos nosotros sigue vigente. 
SEÑOR BRENTA.- Pero, la siguiente la derogó. 

SEÑOR PRESIDENTE.- Por favor, no dialoguen. 

SEÑORA VEGA.- No. 


Con respecto a lo que nos informó el Legislador Asti, debo decir que el Presidente de la Comisión de Hacienda, el Legislador 
Tajam, ya nos hizo llegar el proyecto de ley. Actualmente, nosotros estamos derivando a quienes no tienen recursos para pagar un 
abogado, al consultorio jurídico de la Facultad de Derecho porque allí hay aproximadamente setenta u ochenta profesores que 
trabajan con sus estudiantes, ayudando a la gente con este tema. 


En lo que tiene que ver con las cooperativas, adelanto que mañana nos reuniremos con la Directora de la Auditoría Interna de la 
Nación. Nosotros tenemos la lista de casi todas las cooperativas que operan en el país, pero desconocemos qué es lo que tiene la 
Auditoría Interna de la Nación, que es la que debe saber qué está ocurriendo con eso. Luego iremos a la Dirección General 
Impositiva para llevar la lista de las que no están en regla, a fin de que tomen las medidas necesarias de manera urgente. 


Queremos dejar en claro que no hemos dejado de tocar ninguna puerta y por eso estamos acá. Primero golpeamos la que 
debíamos, pero como no obtuvimos respuesta vinimos aquí. 


SEÑOR ASTI.- Deseo complementar la información porque en su momento no quise citar el texto de memoria. El artículo 9% del 
proyecto de ley que comentamos está a estudio de la Comisión de Hacienda y refiere a las personas jurídicas que otorgan 
préstamos en forma habitual. En ese artículo se dice, con respecto a ellas, que podrán ser inspeccionadas por el Banco Central del 
Uruguay, la Dirección General Impositiva y los organismos públicos encargados de su registro y contralor (Auditoría Interna de la 
Nación y Ministerio de Educación y Cultura) a los efectos de verificar la veracidad de la información aportada y la real concordancia 
entre las figuras jurídicas adoptadas y la realidad económica, origen, uso de fondos, fines y prácticas de sus actividades 
principales. También deberá determinarse la existencia o no de intermediación financiera. En caso de no encontrarse concordancia 
con la forma jurídica adoptada, deberán tomarse las medidas pertinentes para adecuar la naturaleza jurídica a la realidad. 


Entre los análisis que hemos hecho de los innumerables casos de deudores que se han encontrado en esta situación, detectamos 
la discordancia entre las formas jurídicas adoptadas, fundamentalmente por las cooperativas, y la realidad. Al no ser instituciones 
de intermediación financiera están excluidas del control del Banco Central. Aquellas que toman la forma de cooperativa deberían 
ser controladas por la Auditoría Interna de la Nación, pero todos sabemos que eso no ha ocurrido en estos últimos años. Por su 
parte, las asociaciones civiles -que recurren, muchas veces, a la habitualidad del préstamo entre sus afiliados- deberían ser 
controladas por el Ministerio de Educación y Cultura, pero tampoco se ha dado. 


En definitiva, con esta ley pretendemos dar los instrumentos necesarios al Poder Ejecutivo para resolver el tema de la mejor 
manera posible. 


Nada más. Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Presidencia entiende que este tema involucra a la Comisión en tanto y cuanto abarca a personas que 
deben al sistema. No obstante, por tratarse de una Comisión de la Asamblea General, tiene un tiempo de funcionamiento finito y un 
área de estudio particular, que no abarca a todos los temas que plantearon los visitantes. 


Entonces, si los señores Legisladores no opinan lo contrario, sería bueno que esta versión taquigráfica sea remitida a las 
Comisiones de Hacienda de ambas Cámaras, al Banco Central del Uruguay y al Ministerio de Economía y Finanzas, a efectos de 
que cada organismo vaya analizando los temas que le atañen, sin perjuicio de que asumimos la parte que nos toca respecto a esta 
situación. No sé si desean enviar la versión taquigráfica a alguna otra repartición. 


SEÑORA VEGA.- Pienso que habría que mandar una copia a la Dirección General de Comercio y a la Liga de Defensa del 
Consumidor. El área nos preocupa mucho porque en ella está involucrada la imagen de lo que hace el Estado por la gente. Por 
supuesto que este tema no es de ahora sino que hace años que está pasando. 


SEÑOR MOLLICA.- Simplemente, deseo hacer una breve acotación: las leyes existen; lo importante es que se cumplan. Digo esto 
porque hay leyes que hablan de usura, de cobro de intereses sobre saldos. Estamos totalmente de acuerdo con los proyectos que 
se están elaborando pero, repito, las leyes ya existen y queremos que se cumplan. 


SEÑORA MORA.- No sólo están las leyes sino que también está la Constitución, cuyo artículo 52 no es programático. 
Específicamente, se había hablado de una Comisión Investigadora para el caso de San José -no sé si los señores Legisladores 
están al tanto de ello- en donde hay una financiera que está cobrando intereses sumamente elevados e incluso, en algunos casos 
se ha constatado usura. Ellos alegan que los intereses moratorios no estaban regulados por el Banco Central antes del 2002. A 
partir de esa fecha se regularon en un cien por ciento, lo cual es superior a las tasas medias. Por esa razón ellos dicen que no 
estaban regulados con anterioridad. 


Como decía mi compañera, la señora Vega, es importante que haya un control del Estado. Al respecto, no creo que existe un 
problema en las leyes sino en el control de las mismas. Se trata de casos muy preocupantes, angustiantes y muy graves en sus 
dimensiones los que ocurren en San José. Con respecto a la misma financiera que recién mencioné, hubo un caso específico en el 
año 2000, en el que una persona quedó debiendo $ 1.532 y a junio de 2005, en su estado de cuenta aparece una deuda de $ 
602.500. Sobre este tema hay una denuncia penal y el caso está en un Juzgado de Paz Departamental. El bien de esa persona, o 
sea, una casa, está pronto para ser rematado. Repito que la deuda era de $ 1.538 en el año 2000, pero en junio de 2005 la misma 
asciende a $ 602.500. Este es uno de los tantos casos angustiantes porque, además, las Defensorías de Oficio dan estos temas 
por acabados. 


La gente llega con los embargos trabados y le dicen que no hay nada por hacer y que tienen que pagar. El problema de los 
defensores de oficio es lamentable; la gente piensa que no hay soluciones. Esto sigue así y el problema continúa creciendo, con las 
consecuencias que todos conocemos. 


De manera que quería que los señores Legisladores estuvieran al tanto de esta situación que ocurre en San José. 


SEÑORA VEGA.- Creo que correspondería hacer la denuncia ante la Suprema Corte de Justicia acerca de lo que están haciendo 
las Defensorías de Oficio del interior. En Montevideo hay otros recursos, pero en el interior la gente queda, realmente, a la buena 
de Dios. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos a la delegación de Consumidores y Usuarios Asociados la visita y estamos a las órdenes 
para cualquier problemática que deseen plantear. 


(Se retiran de Sala los delegados de Consumidores y Usuarios Asociados) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


